
P O N E N C I A S
5. Consideraciones de los ponentes.
6. Proposición.
7. Texto propuesto para primer debate.
1. Trámite legislativo del proyecto
Esta iniciativa fue radicada en la Secretaría Ge-

neral de la Cámara de Representantes el 26 de Sep-
tiembre del presente año por el señor Ministro del 
Interior doctor Juan Fernando Cristo Bustos, siendo 
publicado en la Gaceta del Congreso número 560 
de 2014 y remitida a la Comisión Primera Constitu-
cional Permanente de la Cámara de Representantes 
para su respectivo estudio.

El día 17 de octubre de 2014 fue rendida ponen-
cia positiva para primer debate al Proyecto de Acto 
Legislativo 126, la cual fue publicada en la Gaceta 
del Congreso número 625 de 2014.

El proyecto de acto legislativo fue aprobado el 
día 22 de octubre de 2014 con una votación ma-
yoritaria de los miembros de la Comisión Primera.

Posteriormente, fue presentada y anunciada 
ponencia para segundo debate según consta en la 
Gaceta del Congreso número 659 de 2014. El pro-
yecto fue aprobado en la sesión plenaria del 5 de 
noviembre del año en curso.

2. Objetivo y antecedentes
El proceso de descentralización en el campo po-

lítico inició con un decidido impulso a través de la 
elección popular de alcaldes aprobada por el Acto 
Legislativo 01 de 1986 y fue posteriormente refor-
zada por la elección popular de gobernadores en 
la Constitución de 1991. De esta forma, Colombia 
pasó de un férreo centralismo que se instaló desde 
1886 a a rmar la autonomía de sus comunidades 
mediante el ejercicio del derecho a gobernarse por 
autoridades propias.

Se dio inicio a esta nueva institucionalidad con 
muy breves períodos de dos años que prontamente 
fueron ampliados a tres.
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los periodos de las autoridades  
de los distintos niveles de Gobierno.

Bogotá, D. C., 24 de noviembre de 2014
Doctor
JUAN MANUEL GALÁN PACHÓN
Presidente
Comisión Primera
Senado de la República de Colombia
Ciudad
Asunto: Informe de ponencia para primer de-

bate al Proyecto de Acto Legislativo número 23 
de 2014 Senado, 126 de 2014 Cámara, por medio 
del cual se hacen congruentes los periodos de las 
autoridades de los distintos niveles de Gobierno.

Respetado señor Presidente:
Atendiendo a la designación que se nos ha he-

cho como ponentes mediante comunicación de 12 
de noviembre de 2014, en cumplimiento a lo dis-
puesto en el artículo 150 de la Ley 5a de 1992, nos 
permitimos rendir ponencia para primer debate en 
la Comisión Primera de Senado de la República al 
Proyecto de Acto Legislativo número 23 de 2014 
Senado, 126 de 2014 Cámara, por medio del cual 
se hacen congruentes los periodos de las autorida-
des de los distintos niveles de Gobierno, cuyo con-
tenido es el siguiente:

1. Trámite legislativo del proyecto.
2. Objetivo y antecedentes del proyecto.
3. Cuadro comparativo.
4. Principales aspectos discutidos en la Cámara 

de Representantes.
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Para el año 2000, era claro que “un período de 
tres años es demasiado corto para el ejercicio del 
cargo de los funcionarios locales, toda vez que mu-
chos de sus programas ven truncada su ejecución 
por simple falta de tiempo.

Desde la perspectiva de la planeación del desa-
rrollo municipal, con el actual período las autorida-
des locales se demoran buena parte del primer año 
elaborando y aprobando el Plan de Desarrollo para 
los tres años, a la vez que están ejecutando proyec-
tos iniciados por la administración anterior. Es sólo 
en el segundo año cuando se inicia la implementa-
ción del Plan y en el tercer año cuando se procede a 
la ejecución acelerada de lo programado, lo que en 
muchos casos termina en una proliferación de obras 
inconclusas o de dudosa calidad, lo cual genera un 
elevado componente de ine ciencia de la asigna-
ción de los recursos públicos”1.

De esta forma, mediante el Acto Legislativo 01 de 
2001 fue ampliado el período de los mandatarios te-
rritoriales de tres a cuatro años, con la esperanza de 
lograr un término de tiempo adecuado para la ejecu-
ción de los planes de desarrollo. Lamentablemente, 
esta reforma no contempló los factores de coordina-
ción intergubernamental que inciden en que el periodo 
de 4 años no pueda traducirse, con la agilidad que se 
esperaba, en políticas que mejoren sustancialmente la 
calidad de vida en los municipios y departamentos.

Bajo el esquema actual de elecciones cada dos 
años, el Presidente de la República inicia la cons-
trucción del Plan Nacional de Desarrollo cuando 
los alcaldes y gobernadores están a un año de -
nalizar su mandato. De hecho, el Plan Nacional se 
aprueba tan solo un mes antes de que las adminis-
traciones territoriales den inicio a la aplicación de 
la ley de garantías por elecciones territoriales. Pos-
teriormente, los nuevos mandatarios municipales y 
departamentales aprueban sus respectivos planes 
cuando al nivel nacional ya se encuentra en la mi-
tad de su correspondiente ejecución. Y así sucesiva-
mente, se pierde tiempo en los nuevos procesos de 
plani cación, de coordinación de planes y se hacen 
más lentas las ejecuciones en las épocas de ley de 
garantías y de cierre presupuestal.

En este marco, la propuesta del Gobierno Nacio-
nal en este proyecto de acto legislativo, misma que 
compartimos los ponentes rmantes, consiste bási-
camente en los siguientes elementos esenciales:

1. Ordenar que los períodos de las autoridades 
territoriales se inicie el 1° de enero del año inme-
diatamente siguiente al del inicio del período pre-
sidencial.

2. Disponer que las elecciones de dichas autori-
dades se haga el mismo año de las del Presidente y 
Congreso.

3. Mantener el principio de los calendarios elec-
torales separados para las autoridades de los distin-
tos niveles de gobiernos.

4. Adoptar el próximo período como un período 
de transición y, por tanto, disponer que el próximo 
1 Acto Legislativo 01 de 2011. Exposición de motivos. 

Gaceta del Congreso número 439 del 7 de noviembre 
de 2000. Disponible en http://www.imprenta.gov.co/ga-
cetap/gaceta.nivel 3, mayo 3 de 2013.

período de las autoridades territoriales será de tres 
años y no, de cuatro como es lo ordinario. Esta tran-
sitoriedad será por un sola vez, pasada la cual se 
volverá al período ordinario de cuatro años, y

5. Autorizar, por esta vez, a los actuales gober-
nadores y alcaldes a postularse como candidatos a 
la reelección inmediata.

3. Cuadro comparativo artículo vigente - 
texto propuesto proyecto de ley.

Artículo 262 de la  
Constitución Política  

de Colombia

PROYECTO DE ACTO  
LEGISLATIVO NÚMERO 
23 DE 2014 SENADO, 126 DE 

2014 CÁMARA
por medio del cual se hacen 
congruentes los períodos de 
las autoridades de los distintos 

niveles de Gobierno.

Artículo 262. La elección 
del Presidente y Vicepre-
sidente no podrá coincidir 
con otra elección. La de 
Congreso se hará en fecha 
separada de la elección de 
autoridades departamenta-
les y municipales.

Artículo 1°. El artículo 262 
de la Constitución Política 
quedará así:
Artículo 262. La elección del 
Presidente y Vicepresidente 
no podrá coincidir con otra 
elección. La de Congreso se 
hará en fecha separada de la 
elección de autoridades de-
partamentales y municipales.
Las elecciones de las autori-
dades de las entidades terri-
toriales se realizarán el mis-
mo año de las de Presidente, 
Vicepresidente y Congreso. 
Los períodos institucionales 
de dichas autoridades co-
menzarán el 1° de enero del 
año inmediatamente siguien-
te al del inicio del período 
presidencial.
Parágrafo transitorio. El 
período de los Gobernadores, 
Diputados, Alcaldes, Conce-
jales municipales y distrita-
les y miembros de las juntas 
administradoras locales que 
se elijan en octubre de 2015 
comenzará el 1° de enero del 
2016 y terminará el 31 de di-
ciembre del 2018.
Los Alcaldes y Gobernadores 
en ejercicio podrán ser reele-
gidos para el período de tran-
sición de que trata el inciso 
anterior. En las elecciones que 
se realicen a partir de esa fe-
cha para Gobernadores y Al-
caldes, se estará a lo dispuesto 
en los artículos 303 y 314 de 
la Constitución Política.
En cumplimiento de lo pre-
visto en el artículo 262 de 
la Constitución Política, la 
elección de Gobernadores, 
Diputados, Alcaldes, Conce-
jales municipales y distrita-
les, miembros de las juntas 
administradoras locales para 
el período que se inicia el 1° 
de enero de 2019 se realizará 
el último domingo de octubre 
del 2018. El período institu-
cional de los elegidos en esa 
fecha será de cuatro años.
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Artículo 262 de la  
Constitución Política  

de Colombia

PROYECTO DE ACTO  
LEGISLATIVO NÚMERO 
23 DE 2014 SENADO, 126 DE 

2014 CÁMARA
por medio del cual se hacen 
congruentes los períodos de 
las autoridades de los distintos 

niveles de Gobierno.
Artículo 2°. El presente acto 
legislativo rige a partir de su 
promulgación.

4. Principales aspectos discutidos en la Cámara 
de Representantes

El 22 de octubre se discutió y votó en primer 
debate el Proyecto de Acto Legislativo 126, con 
una participación de 32 congresistas miembros de 
la Comisión Primera Constitucional de la Cámara 
de Representantes. El 5 de noviembre fue debatida 
y aprobada la iniciativa con presencia de 84 cabil-
dantes.

Uno de los principales puntos que discutieron 
los honorables Representantes fue la necesidad de 
brindar una solución de nitiva para los problemas 
de ejecución presupuestal a que se ven enfrentados 
los mandatarios por las diferencias entre el plan 
nacional de desarrollo y los planes de desarrollo 
locales. Por tal razón, exaltaron las bondades del 
proyecto respecto a dichas di cultades de ejecución 
presupuestal.

En el mismo sentido, los Congresistas argumen-
taron las di cultades que tienen los mandatarios 
locales con la entrada en vigencia de la Ley de Ga-
rantías Electorales.

Por su parte, los honorables Representantes que 
presentaron ponencia negativa al proyecto, expu-
sieron sus argumentos sobre la inconveniencia e in-
constitucionalidad del mismo, pues consideran que 
no existen garantías para la participación de nuevos 
líderes políticos en las próximas elecciones locales, 
y que lo que pretende el proyecto de acto legislati-
vo es extender por 3 años más el periodo de unos 
mandatarios que fueron elegidos para un periodo 
único de 4 años.

Sin embargo, la amplia mayoría de los honora-
bles sostuvieron que, contrario a lo que argumen-
tan los contradictores del proyecto, este tiene como 
piedra angular el principio democrático y, por tal 
razón, son los electores quienes tienen la posibili-
dad de reelegir a un mandatario que a su parecer ha 
cumplido con su plan de gobierno o bien castigar 
a aquellos mandatarios que le han incumplido a la 
comunidad.

El debate contó con la presencia del Ministro del 
Interior el doctor Juan Fernando Cristo, el cual rei-
teró el compromiso del Gobierno Nacional con esta 
iniciativa.

Finalmente los Congresistas resaltaron la par-
ticipación y apoyo al proyecto de acto legislativo 
por parte del Comité Intergremial de Autoridades 
Territoriales.

5. Consideraciones de los ponentes
Los suscritos ponentes consideran pertinente y 

acertado el proyecto de acto legislativo, pues no 
cabe duda de que racionalizar la alternancia de pe-
ríodos entre niveles de gobierno sería una alternati-

va para planear el desarrollo del país de forma con-
gruente y coherente entre Nación, departamentos y 
municipios.

Toda elección popular está antecedida propues-
tas de solución a los problemas más apremiantes de 
la comunidad y las alternativas para su resolución 
se convierten para los gobernantes territoriales ele-
gidos en un mandato, de acuerdo con la gura cons-
titucional del voto programático. Toda decisión po-
lítica expresada en las urnas debe luego re ejarse 
en planes de desarrollo.

Sin embargo, es claro que los actuales perio-
dos de gobierno de los alcaldes, y gobernadores no 
coinciden con la formulación del Plan Nacional de 
Desarrollo Nacional; por más esfuerzo que se haga 
en materia de política, es imposible juntarlos en el 
tiempo. Dicho de otra forma, cuando los manda-
tarios territoriales se posesionan, ya ha pasado la 
mitad del periodo de gobierno del Presidente de la 
República. De los 48 meses de mandato, 17 trans-
curren en la formulación y aprobación de los planes 
de uno u otro nivel, es decir, el 35% del tiempo los 
proyectos que implican coordinación, complemen-
tariedad y concurrencia se encuentran sujetos a la 
incertidumbre de nuevas plani caciones con los re-
trasos que ellos signi can. A ellos hay que sumar 
12 meses de aplicación de ley de garantías naciona-
les y territoriales.

En un estado descentralizado, como el colom-
biano, en el que la concurrencia de esfuerzos en-
tre el nivel nacional y los niveles departamental y 
municipal es indispensable para diseñar y ejecutar 
proyectos que impactan directamente el bienestar 
de los ciudadanos, esta pérdida de tiempo resulta 
ser uno de los más importantes factores de los pro-
blemas de gobernabilidad de las políticas públicas 
en el territorio.

El Congreso de la República tiene el deber de 
facilitar un marco institucional que impida que el 
tiempo que pasa de una elección a otra (Presiden-
te, Gobernadores y alcaldes) distorsione los resul-
tados de la ejecución de unos planes que se cons-
truyeron con una realidad distinta para cuando se 
deben ejecutar.

Ahora bien, la racionalización de períodos, a 
partir del 2018, como se propone en el parágrafo 
transitorio, implica, necesariamente, encontrar la 
herramienta jurídica que permita un período de 
acomodación al nuevo calendario al mismo tiem-
po que se respeta la voluntad del elector. Para ello, 
resulta indiscutible que lo más ajustado es poner a 
evaluación de la ciudadanía si para un término infe-
rior al actual, considera pertinente elegir un nuevo 
gobernador o alcalde con un nuevo programa de 
gobierno o reelegir, por única vez y de manera ex-
cepcional, al mandatario actual. Ello resulta no sólo 
proporcional a los cortos tiempos de ejecución con 
que contarían alcalde y gobernadores durante el pe-
riodo de transición, sino respetuoso de la voluntad 
popular.

Toda vez que los representantes de los goberna-
dores, diputados, alcaldes, concejales, contralores y 
personeros han expresado a través del Comité Inter-
gremial de Autoridades Locales su acuerdo con esta 
iniciativa, corresponde al Senado de la República 
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atender el llamado de quienes ostentan la autoridad 
democrática en los territorios, para fortalecer las 
condiciones institucionales con que ellos cuentan y 
hacer realidad aquello que los ciudadanos convier-
ten en mandato a través de su voto.

6. Proposición
Con fundamento en las anteriores consideracio-

nes, de manera respetuosa, se propone a los hono-
rables Senadores de la Comisión Primera Constitu-
cional, dar primer debate al Proyecto de acto legis-
lativo número 023 de 2014 Senado, 126 de 2014 
Cámara, por medio del cual se hacen congruentes 
los periodos de las autoridades de los distintos ni-
veles de Gobierno, en el texto aprobado por la 
plenaria de la Cámara.

Cordialmente,

* * *
INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

107 DE 2014 SENADO
por medio de la cual se establece el derecho  
a vacaciones al Presidente de la República  

de Colombia.
Senador
EDUARDO ENRIQUE PULGAR DAZA
Presidente Comisión Séptima Senado de la 

República
E.S.D.
Referencia: Informe de ponencia para primer 

debate del Proyecto de ley número 107 de 2014 
Senado, por medio de la cual se establece el dere-
cho a vacaciones al Presidente de la República de 
Colombia.

Honorables Senadores:
En cumplimiento de la designación hecha por la 

Mesa Directiva de la Comisión Séptima del Senado 
de la República, me ha correspondido rendir ponen-
cia para primer debate al proyecto de la referencia, 
de conformidad con los artículos 150, 183 y 184 de 
la Ley 5ª de 1992, procedo a presentar a su conside-
ración el informe en los siguientes términos:

I. Antecedentes
El proyecto de ley de la referencia fue presenta-

do por el Senador Efraín Cepeda Sarabia, el 15 de 
octubre del año en curso, y publicado en la Gaceta 
del Congreso número 631 de 2014.

II. Objeto del proyecto
El principio de igualdad señala que todos los 

colombianos tienen los mismos derechos y obli-
gaciones; por lo tanto, el presente proyecto de 
ley tiene por objeto implementar las vacaciones 
para el Presidente de la República, con el fin de 
garantizarle un descanso al primer mandatario, 
después de prestar sus servicios durante un año 
continuo, así como tiene cualquier trabajador co-
lombiano.

III. Consideraciones generales
Señala el autor de la iniciativa legislativa que la 

carga de trabajo y responsabilidad que ostenta el 
Presidente de la República es muy elevada, tenien-
do en cuenta su triple condición: Jefe de Estado, 
Jefe de Gobierno y Suprema Autoridad Administra-
tiva. Como jefe de Estado, representa y constituye 
la unidad y la soberanía nacional, dirige las relacio-
nes internacionales, de ende la integridad territo-
rial y dirige, como comandante supremo, la fuerza 
pública, pues dispone como comandante supremo 
de las Fuerzas Armadas, entre otras; como jefe de 
Gobierno ejerce funciones como el liderazgo po-
lítico del Estado y el manejo de la economía del 
país, y como suprema autoridad administrativa es 
responsable del buen manejo de la función pública 
nacional.

Por lo tanto se hace necesario que el primer 
mandatario tenga un descanso remunerado, como 
lo tiene todo trabajador en Colombia. La presión, 
ansiedad, angustia y agotamiento producen altos 
niveles de estrés que terminan siendo la causa 
de múltiples incapacidades e incluso de diversas 
enfermedades. De allí que, se hace necesario que 
pueda recuperar las fuerzas por el desgaste natural 
que se sufre por las labores diarias, además, ase-
gurando con el descanso que al regreso a sus labo-
res presidenciales, estas serán más e cientes, y el 
cumplimiento de sus funciones constitucionales, 
irá en bene cio del mejoramiento y productividad 
para el país.

En la mayoría de países del mundo los prime-
ros mandatarios tienen vacaciones. Ejemplo de ello 
son Estados Unidos, Ecuador, Chile, Uruguay, Ar-
gentina, Rusia entre otros, en donde los Presiden-
tes salen a disfrutar de un merecido descanso. En 
Colombia, la gura de las vacaciones nunca se ha 
contemplado para el Presidente de la República; no 
se ha tenido en cuenta que, como trabajador, debe 
tener derecho al disfrute anual del descanso, como 
lo establece el artículo 10 del Código Sustantivo 
del Trabajo.

IV. Aspectos normativos y jurisprudenciales
La Constitución Política de Colombia establece 

en el artículo 53, los Derechos Fundamentales de 
los Trabajadores colombianos, y consagra “Las va-
caciones como derecho al descanso remunerado de 
todos los trabajadores”.
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Las vacaciones son el descanso remunerado 
de quince días hábiles a que tiene derecho el em-
pleado después de haber laborado durante un año 
en la respectiva entidad. Por expresa disposición 
de la norma que regula la materia, solo resulta via-
ble la acumulación de las vacaciones hasta por dos 
años y siempre que ello obedezca a aplazamiento 
por necesidades del servicio. Las vacaciones están 
concebidas como prestación social y como una si-
tuación administrativa, la cual consiste en el reco-
nocimiento en tiempo libre y en dinero a que tiene 
derecho todo empleado público o trabajador o cial 
por haberle servido a la Administración durante 
un (1) año; el monto de las mismas se liquidará de 
acuerdo con el salario devengado en el momento de 
salir a disfrutarlas.

El derecho a las vacaciones anuales pagadas
El Convenio número 132 de la OIT1, Convenio 

Relativo a las Vacaciones Anuales Pagadas, señala 
que toda persona a quien se aplique ese Convenio 
tendrá derecho a vacaciones anuales pagadas, de 
una duración mínima determinada, y en su artícu-
lo 3° indica que las vacaciones no serán en ningún 
caso inferiores a tres semanas laborables por un año 
de servicios:

“Artículo 3°
1. Toda persona a quien se aplique el presente 

Convenio tendrá derecho a vacaciones anuales pa-
gadas de una duración mínima determinada.

2. Todo Miembro que rati que el presente Con-
venio especi cará la duración de las vacaciones en 
una declaración anexa a su rati cación.

3. Las vacaciones no serán en ningún caso inferio-
res a tres semanas laborables por un año de servicios.

4. Todo Miembro que haya rati cado el presente 
Convenio podrá noti car ulteriormente al Director 
General de la O cina Internacional del Trabajo, por 
medio de una nueva declaración, que establece va-
caciones de mayor duración que la que especi có 
en el momento de la rati cación.”.

El Protocolo Adicional a la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos en materia de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales, Protocolo 
de San Salvador, estableció en su artículo 7° que 
toda persona tiene derecho al goce de vacaciones 
pagadas, lo cual debe ser garantizado en las legis-
laciones de los Estados Parte. “Artículo 7°. …h) El 
descanso, el disfrute del tiempo libre, las vacacio-
nes pagadas, así como la remuneración de los días 
feriados nacionales.”2.

Asimismo, la Corte Constitucional en la Senten-
cia C-019 de 20043, respecto de la naturaleza, sen-
tido y nes de las vacaciones en el régimen laboral 
colombiano, expuso: …De acuerdo con la Consti-
tución Política, el trabajo surge como uno de los hi-
tos fundamentales del Estado Social de Derecho, el 
cual es un derecho y una obligación social, que de 
suyo goza en todas sus modalidades de la especial 
protección del Estado. Asimismo, considerando 
que toda persona tiene derecho a un trabajo digno, 
le corresponde al Estado promover las condicio-
1  http://www.ilo.org/dyn/normlex/es
2  .oas.org uridico spanish rmas a- .html
3  C- 019 de 2004. M.P. Araújo Rentería Jaime.

nes fácticas y jurídicas conducentes a la libertad de 
oportunidades laborales, al respeto y cumplimiento 
de los derechos de los trabajadores, y, por supuesto, 
le compete al Estado precaver y corregir cualquier 
desviación política, legislativa o judicial que pueda 
resultar lesiva de los derechos de los trabajadores 
en los ámbitos privado y estatal.

El ejercicio laboral comporta una remuneración 
que debe ser consecuente con la cantidad y calidad 
del trabajo, sin que por otra parte pueda tomarse el 
salario como el componente que agota el universo 
compensatorio a que tienen derecho los empleados. 
Antes bien, advirtiendo que la relación laboral tras-
ciende con creces los linderos meramente económi-
cos, el derecho al descanso aparece como un impe-
rativo reconocido históricamente por las diferentes 
legislaciones del mundo, merced a la lucha que los 
asalariados han protagonizado desde los albores del 
régimen de producción capitalista.

La conquista de los trabajadores en torno a un 
horario predeterminado para la realización de sus 
labores engendró a su vez el derecho al descanso 
diario, de suerte tal que, de una parte, se fue racio-
nalizando el número de horas de trabajo en aras de 
una utilización menos gravosa de la fuerza de traba-
jo empleada por el patrono y por tanto en bene cio 
del trabajador mismo, y, de otra, esa limitación de 
la jornada laboral permitió la apertura de un mayor 
espacio para que el trabajador pudiera reparar sus 
fuerzas, compartir más momentos con su familia y, 
de ser posible, abordar actividades lúdicas en pro-
vecho de su corporeidad y de su solaz espiritual.

Por ello mismo, pese a las restricciones propias 
de la relación laboral, actualmente, el derecho al 
descanso conviene entenderlo como la oportuni-
dad que se le otorga al empleado para reparar sus 
fuerzas intelectuales y materiales, para proteger su 
salud física y mental, para compartir con su familia 
mayores y mejores espacios de encuentro fraternal, 
para abordar actividades idóneas al solaz espiritual, 
para incursionar más en la lectura y el conocimien-
to, y, a manera de posibilidad estética, para acercar-
se paulatinamente al hacer artístico en sus múltiples 
manifestaciones. Sin desconocer que tales propósi-
tos requieren para su materialización de apoyos ins-
titucionales que envuelven lo económico, al igual 
que el aporte personal que cada cual pueda y quiera 
hacer en pro de sus intereses y de la familia de la 
cual forme parte. En todo caso, dado que el derecho 
al descanso es un derecho fundamental, se impone 
en cabeza del Estado proveer a su realización prác-
tica a través de sus políticas, de su legislación, de 
la ejecución de esta, y, por supuesto, al tenor de la 
función controladora.

En Sentencia C-059 de 19964 dijo igualmente 
la Corte:

1. Las vacaciones constituyen un derecho del 
trabajador a recibir un descanso remunerado. Ellas 
no tienen carácter prestacional, puesto que no son 
un auxilio del patrono, como tampoco carácter sa-
larial, al no retribuir un servicio prestado. La ley 
establece las condiciones para el reconocimiento 
del derecho del trabajador a las vacaciones, y la 
obligación correlativa del patrono de permitir el 
4  C-059 de 1996. M.P. Cifuentes Muñoz Eduardo.
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descanso remunerado, las cuales tienen que ver 
esencialmente con el tiempo laborado dependiendo 
del o cio de que se trate. Por regla general, tiene 
derecho a quince (15) días hábiles consecutivos de 
vacaciones remuneradas el trabajador que cumple 
un año de servicios (C.S.T. artículo 186). Excep-
cionalmente, el tiempo exigido para tener derecho a 
las vacaciones es menor para determinados trabaja-
dores, como sucede con los que trabajan en estable-
cimientos de salud dedicados a la tuberculosis o en 
la aplicación de rayos X, quienes tienen derecho a 
quince (15) días hábiles de vacaciones remuneradas 
por cada seis meses de servicios prestados.

Se precisó igualmente en la Sentencia C-035 de 
20055 que el propósito principal de las vacaciones 
es permitir el descanso de los trabajadores cuando 
estos han laborado por un lapso considerable, con 
el objetivo de recuperar sus fuerzas perdidas por el 
desgaste biológico que sufre el organismo por las 
continuas labores desarrolladas.

Si bien la nalidad de las vacaciones consiste 
en la necesidad de reponer las fuerzas perdidas del 
trabajador por “el simple transcurso del tiempo la-
borado”, como igualmente se pretende con las ins-
titucionales laborales del descanso remunerado del 
domingo y festivos y la jornada máxima legal; el 
propósito principal de las vacaciones es permitir el 
descanso de los trabajadores, cuando estos han la-
borado por un lapso considerable, con el objetivo 
de recuperar sus fuerzas perdidas por el desgaste 
biológico que sufre el organismo por las continuas 
labores y, además, asegurar con dicho descanso, 
una prestación e ciente de los servicios, en aras 
de procurar el mejoramiento de las condiciones de 
productividad de la empresa.

El Consejo de Estado, mediante sentencia del 27 
de abril de 2010, sobre el descanso o vacaciones 
a que tienen derecho los trabajadores, expuso que 
constituye una garantía fundamental del funciona-
rio, además de una prestación social y un derecho 
económico relacionado con la salud y la seguridad 
social de las personas.

Teniendo en cuenta las anteriores razones, es nece-
sario que el Presidente de la República, pueda gozar 
de un descanso remunerado, para lo cual es justo que 
se establezcan las normas que contemplen dicho dere-
cho para que se cumpla con el principio de igualdad, 
equidad y garantía de los derechos laborales.

V. Proposición
En consecuencia, por las consideraciones ex-

puestas, me permito rendir ponencia positiva y so-
licitar a los honorables Senadores de la Comisión 
Séptima Constitucional del Senado de la Repúbli-
ca, dar primer debate al Proyecto de ley número 
107 de 2014 Senado, por medio de la cual se es-
tablece el derecho a vacaciones al Presidente de la 
República de Colombia.

De los honorables Senadores,

5  C-035 de 2005. M.P. Escobar Gil Rodrigo.

TEXTO PROPUESTO PARA PRIMER 
DEBATE AL PROYECTO  DE LEY  

NÚMERO 107 DE 2014 SENADO
por medio de la cual se establece el derecho  
a vacaciones al Presidente de la República  

de Colombia.
El Congreso de la República

DECRETA:
Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto regular el disfrute del derecho a las vacacio-
nes del Presidente de la República, con el n de 
mejorar la e ciencia del servicio público y poner en 
igualdad de condiciones, en cuanto al descanso re-
munerado, el cargo de Presidente de la República, 
con los demás servidores del Estado.

Artículo 2°. Descanso remunerado por vacacio-
nes. El Presidente de la República tiene derecho a 
quince (15) días hábiles de vacaciones remunera-
das, por cada año de servicio. Podrá tomar las vaca-
ciones en días continuos o discontinuos y, en todo 
caso, deberá tomar al menos siete (7) días al año de 
los quince (15) a que tiene derecho, previa noti ca-
ción al Senado de la República.

Artículo 3°. oti caci n al enado. El Presiden-
te de la República noti cará al Senado de la Re-
pública la fecha en que tomará las vacaciones. Si 
dentro de los seis (6) meses siguientes a la fecha de 
haberse cumplido el año para obtener el derecho a 
las vacaciones el Presidente no ha noti cado al Se-
nado la fecha en que las tomará, el Senado en pleno 
determinará la fecha en que deba tomarlas, previa 
consulta escrita al Presidente de la República; esta 
fecha no podrá ser posterior a treinta (30) días, con-
tados desde la fecha de la consulta.

Parágrafo. En caso de no estar sesionando el Sena-
do, se deberá noti car al Presidente de la Corte Supre-
ma de Justicia y la Sala Plena determinará la fecha a 
partir de la cual gozará del descanso remunerado.

Artículo 4°. Reemplazo. Durante la ausencia tem-
poral por vacaciones del Presidente de la República, 
lo reemplazará el Ministro Delegatario en el orden 
que establece el artículo 17 de la Ley 1444 de 2011.

Artículo 5°. Aplazamiento de las vacaciones. El 
aplazamiento de las vacaciones podrá hacerse por 
necesidades del servicio de manera motivada, para 
lo cual el Presidente informará por escrito al Sena-
do las razones del aplazamiento y la nueva fecha 
del disfrute.

Artículo 6°. nterrupci n de las vacaciones. Una 
vez concedidas y canceladas las respectivas vaca-
ciones, se interrumpirán en los siguientes casos:

a) Por calamidad doméstica, incapacidad gene-
rada por enfermedad profesional o por riesgos pro-
fesionales;

b) Por necesidades del servicio debidamente 
motivadas;

c) Por autorización del Senado en los eventos 
que lo considere pertinente, a petición del Presiden-
te de la República.

Artículo 7°. Causaci n del derecho. El Presi-
dente de la República podrá disfrutar de vacacio-
nes, una vez tenga causado el derecho a las mismas, 
por cada año de servicio.
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Artículo 8°. Vocaciones en el exterior. Si el Pre-
sidente de la República decide disfrutar las vaca-
ciones a que tiene derecho en el exterior, deberá dar 
previo aviso al Senado o, en receso de este, a la 
Corte Suprema de Justicia, como lo dispone el artí-
culo 196 de la Constitución Política.

Artículo 9°. Informe de vacaciones. La Casa de 
Nariño informará al país con tres (3) días de antela-
ción, la fecha a partir de la cual el Presidente de la 
República sale a disfrutar de su periodo de descan-
so remunerado.

Artículo 10. Pago de las vacaciones. Para efec-
tos de liquidar el descanso remunerado por vaca-
ciones, se tendrá en cuenta el salario devengado por 
el Presidente de la República en el momento del 
disfrute.

Artículo 11. Derecho a vacaciones del Vicepre-
sidente. En lo pertinente, se aplicará el mismo ré-
gimen previsto en esta ley, para el disfrute de las 
vacaciones anuales remuneradas del Vicepresiden-
te de la República.

Artículo 12. Vigencia. La presente ley rige a par-
tir de su promulgación en el ar o c al.

De los honorables Senadores,

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., a los veinticinco (25) días del 

mes de noviembre año dos mil catorce (2014).  En 
la presente fecha se autoriza la publicación en Ga-
ceta del Congreso, el informe de ponencia para pri-
mer debate y texto propuesto para primer debate, en 
diez (10) folios, al Proyecto de ley número 107 de 
2014 Senado, por medio de la cual se establece el 
derecho a vacaciones al Presidente de la República 
de Colombia.

Autoría de honorable Senador Efraín Cepeda 
arabia.

El presente informe de ponencia se publica en la 
Gaceta del Congreso, en cumplimento de lo orde-
nado en el inciso 5° del artículo 2° de la Ley 1431 
de 2011.

El Secretario,

C O N C E P T O S   J U R Í D I C O S

CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO 
DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO A 
LA  PONENCIA PARA PRIMER DEBATE AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 12 DE 2014 

SENADO
por la cual se dictan normas para suprimir  
 prohibir la contrataci n laboral, mediante  

Cooperativas de Trabajo Asociado  
 dem s formas de tercerizaci n laboral.

1.1
Bogotá, D. C.,
Honorable Senador
EDUARDO ENRIQUE PULGAR DAZA
Presidente
COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 

DEL SENADO
Carrera 7ª N° 8-68 Edi cio Nuevo del Congreso
Bogotá, D. C.
Asunto: Consideraciones del Ministerio de Hacienda 

y Crédito Público de la ponencia para primer debate del 
Proyecto de ley número 012 de 2014 Senado, por la 
cual se dictan normas para suprimir y prohibir la con-
trataci n laboral, mediante Cooperativas de Trabajo 
Asociado y dem s formas de tercerizaci n laboral.

Respetado Presidente:
De manera atenta, el Ministerio de Hacienda y 

Crédito Público presenta los comentarios y consi-
deraciones que estima pertinente realizar frente al 
informe de ponencia para primer debate al Pro-

yecto de ley número 12 de 2014 Senado, por la 
cual se dictan normas para suprimir y prohibir la 
contrataci n laboral, mediante Cooperativas de 
Trabajo Asociado y dem s formas de tercerizaci n 
laboral.

La iniciativa parlamentaria tiene por objeto su-
primir la gura de la intermediación laboral a través 
de Cooperativas ele Trabajo Asociado, establecien-
do en su artículo 1° que el personal requerido por 
las empresas públicas o privadas para el desarrollo 
de sus actividades misionales no podrá vincularse 
a través de Cooperativas de Trabajo Asociado que 
hagan intermediación laboral, ni bajo ninguna otra 
modalidad de vinculación que menoscabe los dere-
chos constitucionales, legales y prestacionales con-
sagrados en las normas laborales vigentes.

El Trabajo Asociado Cooperativo es una labor 
diferente de la concebida para los trabajadores de-
pendientes y subordinados que regula las normas 
del Código Sustantivo del Trabajo. Tan es así, que 
el artículo 59 de la Ley 79 de 1988 y el artículo 
10 del Decreto 4588 de 2006 establecen que a los 
trabajadores asociados cooperativos no les son apli-
cables las normas laborales que regulan el trabajo 
dependiente debido a su naturaleza, características 
y losofía. Por tanto, no tiene relación con el objeto 
del proyecto la regulación de aspectos relacionados 
con el contrato de trabajo a término jo, que dispo-
ne el parágrafo 1° del artículo 1°.

De otra parte, el artículo 2° pretende regular un 
asunto que ya se encuentra contenido en la Ley 1429 
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de 2010, cuando señala: “El personal requerido en 
toda instituci n y o empresa pública y/o privada 
para el desarrollo de las actividades misionales 
permanentes no podrá estar vinculado a través de 
Cooperativas de ervicio de Trabajo Asociado que 
hagan intermediaci n laboral, o bajo ninguna otra 
modalidad de vinculaci n que afecte los derechos 
constitucionales, legales y prestacionales consa-
grados en fas normas laborales vigentes”.

Además, contempla conductas consagradas en 
el artículo 3° del Decreto 2025 de 2011, al disponer 
“Las Cooperativas y Pre cooperativas de Trabajo 
Asociado y el tercero que contrate con estas y esté 
involucrando en una o más de las siguientes con-
ductas será objeto de las sanciones de ley cuando:

a  La asociaci n o vinculaci n del trabajador 
asociado a la cooperativa o pre cooperativa no sea 
voluntaria;

b) La cooperativa o pre cooperativa no tenga 
independencia nanciera;

c) La cooperativa o pre cooperativa no tenga la 
propiedad y la autonomía en el uso de los medios 
de producci n en la ejecuci n de los procesos o 
subprocesos que se contraten;

d) La cooperativa o pre cooperativa tenga vin-
culaci n econ mica con el tercero contratante;

e) La cooperativa y pre cooperativa no ejerza 
frente al trabajador asociado la potestad regla-
mentaria y disciplinaria;

f) Las instrucciones para la ejecuci n de la la-
bor de los trabajadores asociados en circunstan-
cias de tiempo, modo y lugar no sean impartidas 
por la cooperativa o pre cooperativa;

g) Los trabajadores asociados no participen de 
la toma de decisiones, ni de los excedentes o ren-
dimientos econ micos de la cooperativa o pre coo-
perativa;

h) Los trabajadores asociados no realicen apor-
tes sociales;

i) La cooperativa o pre cooperativa no realice el 
pago de las compensaciones extraordinarias, ordi-
narias o de seguridad social;

J) La cooperativa o pre cooperativa que incu-
rra en otras conductas de nidas como las fallas en 
otras normas legales”.

Por consiguiente, lo innovador de este proyec-
to de ley es que incluye dentro de la legislación, 
además de las Cooperativas de Trabajo Asociado, a 
las Sociedades por Acciones Simpli cadas, Empre-
sas de Servicios Temporales, Contratos Sindicales, 
Compañías de Servicios de Colaboración, manejo 
del recurso humano o cualquier otra modalidad de 
vinculación, sea contractual, social o corporativa, 
que desarrollen actividades misionales permanen-
tes de un tercero contratante y que se caractericen 
por la subordinación y dependencia ante el tercero 
contratante.

En este sentido, en el artículo 3° del proyecto 
se indica que “los trabajadores que se encuentren 
vinculados mediante Cooperativas de Trabajo Aso-
ciado para el desarrollo de labores misionales o 
permanentes, se les aplicará sin soluci n de con-
tinuidad, el principio de “contrato realidad” esta-
blecido por la Corte Constitucional, en lo referido 

a sus derechos laborales y con el prop sito de su 
enganche a la entidad, bajo la gura de un contra-
to formal de trabajo. Los empleadores que hayan 
contratado con estas cooperativas, sin perjuicio de 
los compromisos suscritos con estas entidades, de-
berán vincular a estos trabajadores y trabajadoras 
mediante lo dispuesto en el C digo ustantivo de 
Trabajo y el derecho laboral en lo pertinente...”.

Al respecto, cabe anotar que el Código Sustan-
tivo del Trabajo regula las relaciones laborales en-
tre los particulares, de suerte que este Ministerio 
no dispone de los elementos para pronunciarse so-
bre el impacto que esta iniciativa implicaría sobre 
el sector privado, toda vez que el régimen de los 
empleados públicos ya se encuentra regulado en el 
Decreto-ley 1042 de 1978 y sus decretos reglamen-
tarios, y adicionalmente, el Estado en sus diferentes 
niveles y entidades contrata directamente el perso-
nal que requiere para sus actividades misionales, 
de manera que únicamente solícita apoyos a través 
de terceros en aquellas actividades no misionales, 
como por ejemplo los servicios de vigilancia, aseo 
y cafetería, siendo así que lo aquí planteado no ge-
neraría erogaciones adicionales con cargo al Presu-
puesto General de la Nación.

Por otra parte, la iniciativa en el parágrafo 1° 
del artículo 4° dispone que “El Gobierno Nacio-
nal dispondrá de los recursos econ micos, físicos, 
humanos, tecnol gicos y del dise o institucional 
requerido para adelantar de manera expedita la 
inspecci n laboral, con el objetivo de eliminar la 
intermediaci n laboral como se dispone en la pre-
sente ley”.

Sobre este particular, en el marco de la imple-
mentación del Tratado de Libre Comercio entre 
Colombia y Estados Unidos, mediante el cual el 
Presidente de la República rmó un convenio con 
la Secretaría del Trabajo de Estados Unidos y la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT) con 
el ánimo de que Colombia cuente con el número 
de inspectores de trabajo acorde a los estándares 
internacionales, se han venido asignando progresi-
vamente recursos para este propósito, de suerte que 
actualmente el país cuenta con un total de 904 ins-
pectores, quienes ya cuentan, entre sus funciones 
con la inspección, vigilancia y control de las con-
diciones óptimas de los trabajadores colombianos, 
por lo cual, con los recursos destinados para tal n 
ya se encuentra cubierto el desarrollo de lo plantea-
do en el citado artículo del proyecto.

Inspectores de Trabajo
HASTA 2010 2011 2012 2013 2014 TOTAL

424 100 100 140 140 904
424 524 624 764 904

Es importante señalar que el parágrafo 2° del 
artículo 4° del proyecto de ley en mención contra-
pone al artículo 77 del CPACA1, toda vez que esta-
1 Artículo 77. Requisitos. Por regla general los recursos 

se interpondrán por escrito que no requiere de presenta-
ción personal si quien lo presenta ha sido reconocido en 
la actuación. Igualmente, podrán presentarse por medios 
electrónicos.

 Los recursos deberán reunir, además, los siguientes re-
quisitos:

 1. Interponerse dentro del plazo legal, por el interesado o 
su representante o apoderado debidamente constituido.
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blece reglas relacionadas con el agotamiento de la 
vía administrativa, como es el pago previo de una 
multa como requisito para ser impugnada la san-
ción impuesta.

De otro lado, el artículo 5° del mencionado pro-
yecto pretende reformar la constitución de las So-
ciedades por Acciones Simpli cadas establecidas 
en la Ley 1258 de 2008, redacción que no se ajusta 
a lo que pretende proteger el proyecto de ley, que 
es evitar la creación de cualquier tipo de sociedad 
con el objeto de intermediación laboral, que ya se 
encuentra implícita en el artículo 1° del proyecto.

Por las anteriores consideraciones de la manera 
más respetuosa, el Ministerio de Hacienda y Cré-
dito Público solicita se evalúe la conveniencia y 
pertinencia de continuar con el trámite del presente 
proyecto de ley, toda vez que lo que pretende re-
glamentar ya hace parte del ordenamiento jurídico 
del país.

Cordialmente,

Con copia a:
Honorable Senador Alexánder López Maya - 

Autor
Honorable Senador Antonio José Correa Jimé-

nez - Ponente
Honorable Senador Luis Évelis Andrade Casa-

ma- Ponente
Honorable Senador Jesús Alberto Castilla Sala-

zar - Ponente
Doctor Jesús María España Vergara- Secretario 

de la Comisión Séptima Constitucional del Senado.
COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL  

PERMANENTE DEL HONORABLE  
SENADO DE LA REPÚBLICA

Bogotá, D. C., a los veinticuatro (24) días del 
mes de noviembre año dos mil catorce (2014).  En 
la presente fecha se autoriza la publicación en Ga-
ceta del Congreso, consideraciones al proyecto de 
ley para primer debate, suscrito por el señor Minis-
tro de Hacienda y Crédito Público, Mauricio Cár-
denas Santamaría, en tres (3) folios, al Proyecto 
de ley número 012 de 2014 Senado, por la cual se 
dictan normas para suprimir y prohibir la contra-

 2. Sustentarse con expresión concreta de los motivos de 
inconformidad.

 3. Solicitar y aportar las pruebas que se pretende hacer 
valer.

 4. Indicar el nombre y la dirección del recurrente, así 
como la dirección electrónica si desea ser noti cado por 
este medio.

 Solo los abogados en ejercicio podrán ser apoderados. Si 
el recurrente obra como agente o cioso, deberá acreditar 
la calidad de abogado en ejercicio, y prestar la caución 
que se le señale para garantizar que la persona por quien 
obra rati cará su actuación dentro del término de dos (2) 
meses.

 Si no hay rati cación se hará efectiva la caución y se 
archivará el expediente.

 Para el trámite del recurso el recurrente no está en la 
obligación de pagar la suma que el acto recurrido le 
exija. Con todo, podrá pagar lo que reconoce deber.

taci n laboral, mediante Cooperativas de Trabajo 
Asociado y demás formas de tercerizaci n laboral. 

Autoría del honorable Senador Alexánder L pez 
Maya.

El presente informe de ponencia se publica en la 
Gaceta del Congreso, en cumplimento de lo orde-
nado en el inciso 5° del artículo 2° de la Ley 1431 
de 2011.

El Secretario,

* * *
CONCEPTO JURÍDICO DEL MINISTERIO 
DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO A LA  
PONENCIA PARA SEGUNDO DEBATE AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 207 DE 2014 

SENADO, 120 DE 2013 CÁMARA
por medio de la cual se crea la Direcci n de alud 
Mental y Asuntos Psicosociales para el fortaleci-
miento de la política de salud mental en Colombia 

y se dictan otras disposiciones.
1.1
Bogotá, D. C.
Honorable Senador
ANTONIO JOSÉ CORREA JIMÉNEZ
Comisión Séptima Constitucional de Senado
Congreso de la República de Colombia
Carrera ª N° 8-68 Edi cio Nuevo del Congreso 

O cinas 605 B - 606 B
Ciudad
Referencia: Comentarios al texto aprobado en se-

gundo debate al Proyecto de ley número 207 de 2014 
Senado, 120 de 2013 Cámara, por medio c1e la cual 
se crea la Direcci n de alud Mental y Asuntos Psico-
sociales para el fortalecimiento de la política de salud 
mental en Colombia y se dictan otras disposiciones.

Respetado Senador:
Por medio de la presente me permito manifestar 

la posición del Ministerio de Hacienda y Crédito Pú-
blico en relación con el texto aprobado en segundo 
debate al Proyecto de ley número 207 de 2014 Sena-
do, 120 de 2013 Cámara, en los siguientes términos:

El presente proyecto de ley de iniciativa parla-
mentaria tiene por objeto fortalecer la política de 
salud mental de Colombia a través de la creación de 
la Dirección de Salud Mental y Asuntos Psicosocia-
les en el Ministerio de Salud y Protección Social. 
Dentro de sus funciones está realizar, promover y 
brindar asistencia técnica en Políticas de Promo-
ción de la Salud Mental y Atención Psicosocial.
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Sea lo primero decir, respecto de la compe-
tencia legislativa para modificar la estructura de 
las entidades administrativas públicas del Go-
bierno Nacional, que esta recae de manera pri-
vativa en el Ejecutivo de conformidad con los 
artículos 189-14, 189-15, 189-16 y 189-17 de la 
Carta Política.

En atención a dichas disposiciones, corresponde 
al Presidente de la República como Jefe de Estado, 
Jefe de Gobierno y Suprema Autoridad Adminis-
trativa:

“14. Crear, fusionar o suprimir, conforme a la 
ley, los empleos que demanda la administraci n 
central, señalar sus funciones especiales y jar sus 
dotaciones y emolumentos. El Gobierno no podrá 
crear, con cargo al Tesoro, obligaciones que exce-
dan el monto global jado para el respectivo servi-
cio en la ley de apropiaciones iniciales.

1 . uprimir o fusionar entidades u organismos 
administrativos nacionales de conformidad con la 
ley.

1 . Modi car la estructura de los Ministerios, 
Departamentos Administrativos y demás entidades 
u organismos administrativos nacionales, con suje-
ci n a los principios y reglas generales que de na 
la ley.

17. Distribuir los negocios según su naturaleza, 
entre Ministerios, Departamentos Administrativos 
y Establecimientos Públicos”.

Ahora, si bien es cierto que de conformidad con 
el artículo 150-7 de la C.P. corresponde al Congre-
so de la República determinar la estructura de la 
administración nacional, crear, suprimir o fusionar 
ministerios, departamentos administrativos, super-
intendencias, establecimientos públicos y otras en-
tidades del orden nacional, señalando sus objetivos 
y estructura orgánica, no menos cierto es que la 
Constitución Política, en aras de conservar la cohe-
rencia de las funciones otorgadas al Presidente de 
la República, tales como las anteriormente mencio-
nadas, estableció en el artículo 154 que solo podrán 
ser dictadas o reformadas por iniciativa del Gobier-
no las leyes a que se re eren, entre otras, el numeral 
7 del artículo 150.

El artículo 154 ibídem no deja dudas sobre las 
materias frente a las cuales la Carta Superior reser-
vó en el Ejecutivo la facultad propositiva legisla-
tiva, entre ellas, la determinación de la estructura 
de la administración nacional, creación, supresión 
y fusión de ministerios, departamentos administra-
tivos, superintendencias, establecimientos públicos 
y otras entidades del orden nacional, lo que incluye, 
de nición de sus objetivos y de la estructura orgá-
nica de los mismos.

No obstante, para la Corte Constitucional es cla-
ro que la reserva de ley no puede ir en desmedro 
de la cláusula general de competencia que tiene el 
Congreso de la República para regular los asuntos 
que a su bien entender considere. Es por esto que la 
alta Corporación ha entendido que la facultad pri-
vativa que recae en el Ejecutivo se hace efectiva 
para presentar proyectos de ley objeto de reserva, 
o a través del consentimiento que este haga sobre 
proyectos con el mismo objeto presentados por el 

Congreso de la República o cualquier órgano que 
tenga iniciativa legislativa. Así lo con rma la Sen-
tencia C-821 de 2011 al señalar:

“(…) La iniciativa legislativa es aquella “fa-
cultad atribuida a diferentes actores políticos 
y sociales para que concurran a la presenta-
ci n de proyectos de ley ante el Congreso de 
la República con el fin de que este les impar-
ta el trámite constitucional y reglamentario 
corresponcliente”1.

Esta potestad por mandato de la Constituci n 
ha sido atribuida en primer lugar, al Congreso de 
la República, el cual goza, en virtud del artículo 
150 y 154 de la Carta, de una cláusula general de 
competencia legislativa; en segundo lugar, al Go-
bierno Nacional conforme al inciso ° del artículo 
1 4 uperior; en tercer lugar a los ciudadanos, los 
Concejales y los Diputados de acuerdo con el ar-
tículo 1  Constitucional y nalmente a la Corte 
Constitucional, al Consejo uperior de la Judica-
tura, a la Corte uprema de Justicia, al Consejo de 
Estado, al Consejo Nacional Electoral, al Procura-
dor General de la Naci n y al Contralor General 
de la República respecto de las materias relaciona-
das con sus funciones, acorde con el artículo 1  
de la misma.

in embargo, la Constituci n ha reservado la 
capacidad de presentar proyectos de ley sobre 
ciertos temas al Gobierno, con el n de asegurar 
el cabal cumplimiento de las funciones que le han 
sido otorgadas al Gobierno Nacional e igualmente, 
lograr una colaboraci n arm nica entre los pode-
res Ejecutivo y Legislativo.

(...)
No obstante, este Alto Tribunal ha sostenido, en 

diferentes oportunidades que esta iniciativa privati-
va otorgada al Ejecutivo no debe entenderse como la 
simple facultad de la presentaci n inicial de los pro-
yectos ante el Congreso de la República por parte de 
este, respecto a los asuntos enunciados en el artículo 
1 4 de la Carta, sino que también puede ser expre-
sada mediante el consentimiento o aquiescencia que 
el Ejecutivo imparte a los proyectos que, en relaci n 
con esas mismas materias, se estén tramitando en el 
rgano legislativo aun cuando no hayan sido pre-

sentados por el Gobierno (...)”.
De manera concreta, frente a la determinación 

de la estructura de la administración nacional, la 
Corte Constitucional se pronunció en Sentencia 
C-251 de 2011, así:

“…Partiendo del enunciado de dicho artículo, 
la Corte ha precisado que corresponde al Legisla-
dor la determinaci n de la estructura de la Admi-
nistraci n nacional. En desarrollo de dicha compe-
tencia, debe de nir los elementos de esa estructura, 
la tipología de la entidad y sus interrelaciones . Así 
mismo, el Congreso tiene la potestad consecuente  
de fusi n, transformaci n y supresi n de dichos or-
ganismos3. No obstante, la competencia a que se 
1 Corte Constitucional. Sentencia C-80 de 2003.
2 Sentencia C-1190/00 M.P. Álvaro Tafur Galvis.
3 Sentencia C-299 de 1994. M.P. Antonio Barrera Carbo-

nell. Ver igualmente la Sentencia  C-465 de 1992 M.P. 
Ciro Angarita Barón.
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re ere el numeral 7 del artículo 1  uperior no 
supone un ejercicio totalmente independiente por 
parte del Congreso de la República, pues es ne-
cesario contar con la participaci n gubernamen-
tal para expedir o reformar las leyes referentes a 
la estructura de la Administraci n nacional, toda 
vez que la iniciativa para su adopci n pertenece 
en forma exclusiva al Gobierno Nacional de con-
formidad con lo preceptuado en el artículo 1 4 

uperior4.
En ese orden de ideas, en la jurisprudencia de 

la Corporaci n se ha explicado que “i) la funci n 
de determinar la estructura de la administraci n 
nacional, no se agota con la creaci n, supresi n 
o fusi n de los organismos que la integran, sino 
que abarca proyecciones mucho más comprensi-
vas que tienen que ver con el señalamiento de la 
estructura orgánica de cada uno de ellos, la pre-
cisión de sus objetivos, sus funciones generales 
y la vinculación con otros organismos para nes 
del control5, así como también regular los asuntos 
relacionados con el régimen jurídico de los traba-
jadores, con la contratación y con las materias de 
índole presupuestal y tributario, entre otras…”. 
Negrilla fuera de texto.

Dicho esto se encuentra que el proyecto de ley 
del asunto se enmarca dentro de las materias que 
son objeto privativo del Ejecutivo en la medida que 
se busca modi car la estructura de la administra-
ción nacional, a partir de la creación de la Direc-
ción de Salud Mental y Asuntos Psicosociales en 
el Ministerio de Salud y Protección Social, lo que 
se sobrepone a la competencia natural de su titular  
-el Presidente de la República- en contradicción 
con la Carta Política.

La potestad exclusiva del Ejecutivo a la que se 
ha venido haciendo referencia, resulta mucho más 
exclusiva si se tiene en cuenta el deber consigna-
do en cabeza de este Ministerio, en representación 
del Gobierno Nacional, y en razón de su objeto 
competencia, de rendir concepto en cualquier mo-
mento del trámite legislativo frente a cualquier 
proyecto de ley, en lo que re ere al costo scal de 
los mismos y la fuente de ingreso adicional gene-
rada para el nanciamiento de dicho costo, el cual 
debe respetar el Marco Fiscal de Mediano Plazo 
- MFMP6. Esto sin perjuicio del deber previo que 
recae frente a toda iniciativa de ley de consignar 
su impacto scal, siempre que incorpore gasto u 
otorgue bene cios tributarios, para lo cual deberá 
hacerse explícito y compatible con el Marco Fis-
cal de Mediano Plazo - MFMP. De hecho, todo 
gasto adicional o reducción de ingresos contenido 
en un proyecto de ley, deberá prever la correspon-
4 Sentencia C-012 de 2003 M.P. Clara Inés Vargas Hernán-

dez.
5 “Sentencia C-299 de 1994 M.P. Antonio Barrera Carbo-

nell.”
6 El artículo 7° de la Ley 819 de 2003 dispone al literal: 

“...El Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en cual-
quier tiempo durante el respectivo trámite en el Congre-
so de la República, deberá rendir su concepto frente a 
la consistencia de lo dispuesto en el inciso anterior. En 
ningún caso este concepto podrá ir en contravía del Mar-
co Fiscal de Mediano Plazo. Este informe será publicado 
en la Gaceta del Congreso…”.

diente fuente sustitutiva por disminución de gasto 
o aumento de ingresos7.

De este modo, el proyecto de ley no solo contie-
ne materia de competencia exclusiva del Gobierno 
Nacional, sino que, a su turno, contraviene las dis-
posiciones expresas del artículo 7° de la Ley 819 de 
2003, al no consagrar o prever en ninguno de sus 
artículos la fuente con la cual se nanciará el objeto 
del proyecto.

De otra parte, es importante tener presente que 
la estructura actual del Ministerio de Salud y Pro-
tección Social se encuentra dividida a partir de dos 
viceministerios que comprenden el sector que re-
presenta el Ministerio: De un lado, Salud Pública y 
Prestación de Servicios, y de otro lado, de Protec-
ción Social8. A partir de esta división se diversi-

can las Direcciones en grandes grupos partiendo 
de un esquema general, continente del universo 
de políticas de la salud, uni cando de esta manera 
la particularidad que se derive de cada Dirección. 
Es así que hace parte del Viceministerio de Salud 
Pública y Prestación de Servicios, (i) la Dirección 
de Promoción y Prevención, (ii) la Dirección de 
Epidemiología y Demografía, (iii) la Dirección de 
Prestación de Servicios y Atención Primaria, (iv) 
la Dirección de Medicamentos y Tecnologías en 
Salud, y (v) la Dirección de Desarrollo del Talento 
Humano en Salud9.

De acuerdo con el Decreto 4 107 de 2011, son 
funciones de la Dirección de Promoción y Preven-
ción, entre otras, proponer normas, políticas, planes, 
programas y proyectos en materia de promoción de 
la salud sexual y reproductiva, la salud mental, el 
desarrollo de la infancia y la adolescencia, la segu-
ridad alimentaria y la educación en salud, y dirigir 
su seguimiento y evaluación.

Las acciones de promoción y prevención son 
las que fundamentan la existencia de esa Dirección 
y en ese sentido es coherente que dentro de dicho 
accionar se implementen políticas de programas y 
proyectos frente al conjunto de enfermedades y di-
versos estadios o comprensiones de la salud. Esta 
estructura se cimienta en criterios de clasi cación 
relevante que la hace comprensiva y universal. Otro 
tanto sucede con la organización de dos de las sub-
direcciones creadas al interior ele esa Dirección, 
esto es, la subdirección de enfermedades transmi-
sibles y la subdirección de enfermedades no trans-
misibles.

En este orden de ideas, no guardaría relación es-
tructural la creación de una Dirección especializada 
en una de las enfermedades que involucra las accio-
nes de Promoción y Prevención, lo que es contrario 
a la determinación de la estructura administrativa 
a partir de criterios organizativos en el que asun-
tos particulares adhieren a lo general por unidad de 
materia. Además, se corre el riesgo de conformar 
estructuras menos austeras y e cientes que pueden 
servir de aliciente para que se proceda en el mis-
mo sentido con otros asuntos o enfermedades no 
menos importantes. Tampoco se demuestra que la 

7 Artículo 7° de la Ley 819 de 2003.
8 Decreto 4107 de 2011.
9 Ibíd.
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organización estructural del Ministerio actual sea 
ine ciente en razón a dicha causa ni se agotan otras 
medidas susceptibles de fortalecer la política de sa-
lud mental en Colombia.

Por las razones antes expuestas, este Ministerio 
se abstiene de emitir concepto favorable al proyec-
to de ley en estudio, no sin antes manifestarle muy 
atentamente nuestra voluntad de colaborar con la 
actividad legislativa.

COMISIÓN SÉPTIMA CONSTITUCIONAL 
PERMANENTE DEL HONORABLE  

SENADO DE LA REPÚBLICA
Bogotá, D. C., a los veinticuatro (24) días del 

mes de noviembre año dos mil catorce (2014).  
En la presente fecha se autoriza la publicación 
en Gaceta del Congreso, comentarios al proyec-
to de ley para primer debate, suscrito por el señor 
Ministro de Hacienda y Crédito Público, Mauri-
cio Cárdenas Santamaría, en cinco (5) folios, al 
Proyecto de ley número 207 de 2014 Senado, 
120 de 2013 Cámara, por medio de la cual se 
crea la Direcci n de alud Mental y Asuntos Psi-
cosociales para el fortalecimiento de la política 
de salud mental en Colombia y se dictan otras 
disposiciones.

Autoría de los honorables Senadores; hono-
rables Representantes Alba Luz Pinilla Pedraza, 
Diela Liliana enavides olarte, Lina María a-
rrera Rueda, ngela María Robledo G mez, abio 
Raúl Amín aleme, Eduardo Enrique Pérez antos, 
Armando Antonio abaraín D Arce, Gloria tella 
Díaz Ortiz, Gloria Inés Ramírez, Mauricio Ospina 
G mez.

El presente comentario se publica en la Gaceta 
del Congreso, en cumplimento de lo ordenado en 
el inciso 5° del artículo 2° de la Ley 1431 de 2011.

El Secretario,

Págs.
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